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DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURIDICA

Al contestar refiérase

al oficio N° 15128
26 de octubre de 2006

DAGJ-1741-2006

Señor

Dagoberto Sibaja Morales

Director General

REGISTRO NACIONAL

Estimado señor:
Asunto: Se atiende solicitud de autorización de Reglamento de Transportes del Registro Nacional.
Nos referimos a su oficio número DGRN-1002 de fecha 17 de agosto de 2006, presentado ante esta Contraloría General el día 23 de agosto, por medio del cual somete para nuestro conocimiento y autorización el Reglamento de Transportes del Registro Nacional.

Indica en su misiva, que mediante oficio No. DEI-CR-0221 de 20 de junio de 2006, suscrito por la División de Estrategia Institucional de esta Contraloría General, se atendió una consulta planteada por el Auditor Interno del Registro Nacional, con relación a la asignación de vehículos a las unidades administrativas de la sede central.

En el referido oficio No. DEI-CR-0221 se señala lo siguiente:

“El asunto consultado está contemplado en la norma Nº 311.02 del citado Manual, la cual dispone:

“Asignación de vehículos de uso administrativo  /  La asignación de vehículos de uso administrativo sólo procederá a favor de unidades o dependencias administrativas localizadas en un lugar diferente y alejado del que ocupa la unidad encargada del control sobre el uso y mantenimiento de vehículos, y será por un período determinado”

De conformidad con la (sic) normas Nº 311.01 los vehículos de uso administrativo están a la disposición de la unidad a la que se le ha encomendado el control sobre el uso y mantenimiento de vehículos, la cual en el caso del Registro Nacional corresponde al Departamento de Transportes. Dicha Unidad tiene, entre otras, la responsabilidad de coordinar el adecuado servicio de transporte para los distintos usuarios de ese Registro. Al respecto los usuarios tienen la obligación de informar oportunamente a dicha Unidad las actividades que prevén desarrollar, para la debida programación y permitir así la atención de las diversas solicitudes en forma ordenada , oportuna y haciendo un uso racional de los vehículos. (Norma Nº 303.01). La asignación de vehículos a departamentos, direcciones y otras unidades del registro en forma temporal o permanente no está permitida según la norma Nº 311.02 transcrita. Como puede verse ésta regula una situación excepcional la cual consiste en asignar unidades móviles  a dependencias de la Sede Central que se encuentran alejadas de dicha Sede. Lo anterior es criterio jurisprudencial de esta Contraloría el cual se aplica en la revisión de los reglamentos de transportes de la entidades que por ley deben remitirlo para su aprobación a este Órgano Contralor.

(...)

En virtud de lo anterior, se le solicita a esa Auditoría que haga del conocimiento de la Junta Administrativa el presente criterio a fin de que el Reglamento de Transportes de esa Institución se ajuste a la normativa técnica antes indicada, la cual es de carácter vinculante para el Sector Público y prevalece sobre la normativa particular emitida por el sujeto pasivo, según lo dispuesto por los artículos 12 y 24 de la Ley Orgánica de la Contraloría General Nº 7428 y el artículo 3 de la Ley General de Control Interno, Nº 8292.” 
Así, manifiesta que en apego a lo dispuesto en el citado oficio la Junta Administrativa del Registro Nacional en sesión ordinaria No. 28-2006 de 27 de julio de 2006, tuvo por conocido y recibido el oficio de marras y en razón de ello se señala que se procedió a modificar en su gramática la redacción del Capítulo IV denominado “Del uso prioritario de vehículos por parte de las direcciones y departamentos del Registro Nacional”, pero no en su parte sustantiva, por cuanto indica que la disposición enunciada en el Capítulo II, Artículo III “De la Unidad Encargada de Transportes” es muy claro y determinante, al establecer que la Unidad de Transportes, la cual depende jerárquicamente de la Dirección Administrativa, será la encargada de administrar el servicio de transporte y tendrá bajo su responsabilidad la fiscalización sobre el uso y responsabilidad de mantenimiento de los vehículos propiedad de la institución, velando por el cumplimiento de ese Reglamento y de la demás normativa aplicable, lo que estima que revela la total ausencia de cualquier asignación discrecional de unidades móviles a favor del dirección o departamento alguno.

· NUESTRO CRITERIO: 

Como asunto de primer orden, resulta menester referirnos sobre el ámbito de aplicación de la Ley de Obligación de Reglamentar el Uso de Vehículos Oficiales, No. 5691, del 19 de mayo de 1975.


El artículo 1 de dicha norma legal, dispone que los Poderes de la República, el Tribunal Supremo de Elecciones, las instituciones autónomas, semiautónomas, municipalidades y cualquier otra dependencia estatal, institución pública o privada, que tengan a su servicio vehículos, cuyo costo haya sido sufragado con dineros del Estado o donados por éste, deberán dictar reglamentaciones tendientes a racionalizar el uso de esos vehículos o revisar las que existieren.


Por su parte, el artículo 4 de dicho cuerpo normativo establece que las instituciones autónomas, semiautónomas y demás, a que se refiere el artículo 1 de esa ley, deberán someter el reglamento respectivo a esta Contraloría General, la que, si lo considera conveniente, lo aprobará y ordenará su publicación en el Diario Oficial, en caso contrario lo devolverá a la oficina de origen, con las observaciones del caso, para que dentro del plazo improrrogable de 30 días haga las modificaciones y lo someta nuevamente a conocimiento de este órgano contralor, so pena de incurrir en la penalidad que se establece en el artículo 5 de esta ley, referente a la pérdida del derecho de hacer uso de los vehículos a su servicio, mientras se encuentre en mora.


Ahora bien, la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, No. 7331, del 13 de marzo de 1993, regula en el Título VII, el uso de vehículos del Estado Costarricense, derogando por tanto la Ley No. 5691 de 19 de mayo de 1975. 

Interese tener presente que la Sala Constitucional resolvió la acción de inconstitucionalidad que se interpuso en contra de las disposiciones reglamentarias derivadas de la Ley No. 5691, mediante la sentencia No. 2478-94 de las las 14:30 horas del 26 de mayo de 1994, señalando lo siguiente:

“La Ley número 5691 del diecinueve de mayo de mil novecientos setenta y cinco ordenó a los Poderes de la República y a los demás entes públicos dictar reglamentaciones tendientes a "racionalizar" el uso de los vehículos que tengan a su servicio, con lo cual el legislador le señaló a la Administración una potestad de actuar de acuerdo con cierta finalidad a cumplir. En el ejercicio de su actividad discrecional la Administración actúa de acuerdo a normas o criterios no jurídicos, vale decir, no legislativos, constituidos por datos que, en la especie concreta, se vinculan a exigencias de la técnica o de la política, y que representan el mérito, oportunidad o conveniencia del respectivo acto; al emitir éste, la Administración debe acomodar su conducta a dichos actos, valorándolos, de ahí lo discrecional de su actividad.- En el proceso teleológico que se verifica en la emisión del reglamento de ejecución, la Administración debe acatar los límites de la ley y a su vez agregar experiencia y juicios propios.- Es una valoración de las circunstancias que rodean la materia. La potestad discrecional es, pues, elección de comportamiento en el marco de una realización de valores. Así, en el caso concreto, la utilización de los vehículos de propiedad estatal, su uso, sus restricciones y prerrogativas, es materia que corresponde valorar a la Administración, sin que por ello esté arrogándose facultades que la ley no le concede. El límite impuesto por la ley a la actuación administrativa era el de "racionalizar el uso de esos vehículos". Según el Diccionario de la Lengua Española racionalizar es "reducir a normas o conceptos racionales. Organizar la producción o el trabajo de manera que aumente los rendimientos o reduzca los costos con el mínimo esfuerzo". Este cometido fue el que se quiso lograr con la emisión de los reglamentos que se impugnan, no sólo para los vehículos de uso discrecional sino para todos los demás bajo control de los distintos entes. Que en ese proceso de valoración se podría haber impuesto una restricción u otra, es un juicio de valor que corresponde realizar a cada ente público en particular. Hemos meditado profundamente sobre los abusos que señala el accionante y, aunque abundamos con él en los motivos de orden moral y cívico que lo animan, creemos que el uso de vehículos con fines discrecionales asignados a determinados jerarcas de la administración tiene justificación razonable en la naturaleza de las funciones. Tales abusos -que no dudamos existen, pero tendrían que ser cuestionados legalmente en su contexto- en manera alguna justificarían eliminar de manera general esa categoría, en perjuicio del servicio público y de la gran mayoría de los funcionarios justos, probos y serios para quienes el uso de un vehículo llena una necesidad en su servicio al país. Examinadas sus disposiciones, no se encuentra que los reglamentos aprobados violen el artículo 11 de la Constitución Política, violación que sin duda se produciría al interpretarse erróneamente que permiten todo tipo de usos particulares como el familiar, el recreativo y otros que no tienen relación con las funciones del cargo.-

(...)

V).- La Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, Número 7331 de 13 de marzo de 1993, Título VII, regula el uso de vehículos del Estado Costarricense. Esta ley de orden público abrogó la número 5691 de 19 de mayo de 1975, y "otras normas, leyes o reglamentos que rigen en este campo" (artículo 243), mediante la emisión de una serie de disposiciones aplicables precisamente a la materia que tratan los reglamentos que se impugnan. Los poderes del Estado y todos los entes públicos deben aplicar esta nueva legislación. Entre sus disposiciones se encuentran regulaciones sobre vehículos de uso discrecional, los funcionarios a quienes son asignados y las características de su uso. Actualmente existe, entonces, una normativa legal que regula la materia, por lo que carece de interés jurídico cualquier impugnación a disposiciones reglamentarias que han perdido vigencia, merced a una ley posterior. Pertinente resulta entonces declarar con lugar la excepción de falta de interés actual opuesta por el Ministerio de la Presidencia.”

Posteriormente, la Sala Constitucional en su sentencia No. 651-I-94 de las 8:34 horas del 21 de diciembre de 1994, atendió una gestión de aclaración y adición planteada por el Contralor General de la República en torno a lo manifestado en el considerando V) de la sentencia número 2478-94 anteriormente citada. Resolvió la Sala dicha gestión disponiendo al efecto:

“I).- El Contralor General de la República planteó, en escrito del 15 de junio anterior, gestión de aclaración y adición del Considerando V) de la sentencia número 2478-94 de las catorce horas treinta minutos del veintiséis de mayo del año en curso.- En su criterio, la Ley de Tránsito por vías públicas terrestres número 7331 del 13 de marzo 1993, que en el artículo 243 derogó entre otras disposiciones normativas la Ley 5691 del 19 de mayo de 1975, no hace referencia alguna -por la utilización de una técnica legislativa deficiente- a las entidades públicas no estatales, municipalidades, empresas públicas y entidades de Derecho Privado que tengan a su servicio vehículos cuyo costo haya sido sufragado con dineros del Estado o donados por éste, solicitando a la Sala pronunciarse expresamente en el sentido de que las disposiciones de la Ley 5691 permanecen vigentes para esas entidades y en general, para todas las no comprendidas expresamente en la Ley 7331 antes citada.- 

II).- De lo expuesto se desprende que lo pretendido por el Contralor General es que esta Sala se pronuncie sobre los alcances de la derogatoria que, en lo referente al uso de vehículos del Estado, dispone el artículo 243 de la Ley número 7331, según el cual, esa ley "...deroga otras normas, leyes o reglamentos que rigen en este campo, para el Gobierno Central, instituciones autónomas y semiautónomas y los otros Poderes del Estado", petición que, en rigor jurídico, es improcedente (artículos 12 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y 158 del Código Procesal Civil). No obstante, esta Sala -dicho sea para la correcta interpretación de las normas- prohija las argumentaciones del ente contralor, en cuanto a la aplicación de la Ley número 5691 del 19 de mayo de 1975 a aquellos entes públicos y privados no comprendidos en el artículo 243 de la Ley de Tránsito para Vías Públicas Terrestres.” (el subrayado se agregó).

A partir de lo anterior, esta Contraloría General se refirió al ámbito de aplicación subjetivo de la obligación de presentar para su aprobación ante este órgano contralor los respectivos reglamentos de servicios de transporte, señalando en el oficio No. 13201, del 17 de octubre de 1996 emitido por la entonces Dirección de Asuntos Jurídicos, lo que sigue:

"...  Consecuentemente sus consultas se centralizan en determinar si el ‘Manual sobre normas técnicas de control interno relativas al uso, control y mantenimiento de vehículos’ emitido por esta Contraloría General resulta aplicable a las empresas públicas y a los entes públicos de carácter no estatal.

 

Sobre el particular, nos permitimos recordar que el Título Sétimo de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres, Ley Nº 7331 de 30 de marzo de 1993, pretendió regular el uso de los vehículos oficiales de todo el Sector Público; no obstante, en su redacción se cometieron una serie de errores y omisiones que desvirtuaron el mencionado propósito.

 

Así las cosas, dicho Cuerpo Legal cubre, según integración de las disposiciones de los artículos 221, 222, 223 y 225, a los vehículos de los Poderes del Estado, el Tribunal Supremo de Elecciones, la Contraloría General de la República, y las instituciones autónomas y semiautónomas.

 

No alcanzan las disposiciones de está Ley a las instituciones descentralizadas que no se enmarquen dentro del concepto de instituciones autónomas o semiautónomas, así como a las corporaciones municipales, empresas públicas estructuradas como sociedades mercantiles, y en general a toda entidad privada que tenga a su servicio vehículos cuyo costo haya sido sufragado con dineros del Estado o donados por éste; persistiendo por ende para tales entidades, la obligación del artículo 4º de la Ley Nº 5691 consistente en la presentación de un reglamento de vehículos ante la Contraloría General para su aprobación, o bien de existir el mismo, éste conservaría su vigencia.

 

Corolario lógico de todo lo anterior es que las obligaciones que nos impone la Ley de Tránsito se circunscriben, únicamente, a las instituciones señaladas por el artículo 243 de dicho cuerpo normativo.

 

En otras palabras, no es de aplicación la Ley mencionada al caso de las empresas públicas y de los entes públicos no estatales.” (el subrayado se agregó).
Bajo ese orden de ideas, es preciso indicar que en vista de que el Registro Nacional, o más específicamente la Junta Administrativa del Registro Nacional es un órgano desconcentrado del Ministerio de Justicia, se encontraría bajo la cobertura de la Ley No. 7331 y no así de la Ley No. 5691, razón por la cual no le corresponde a esta Contraloría General analizar para su eventual aprobación el Reglamento de Transportes sometido a nuestra consideración, debiendo dicho órgano atenerse a las regulaciones estipuladas al respecto en la referida Ley No. 7331.

No obstante lo anterior, resulta necesario efectuar una serie de consideraciones sobre el texto propuesto de dicha norma reglamentaria, con el propósito de que la Junta Administrativa del Registro Nacional las valore, a efectos de que la emisión final de dicho reglamento se adapte a la normativa técnica que sobre esta materia ha venido emitiendo esta Contraloría General, y particularmente, a efectos de que el mismo se ajuste a lo resuelto por la División de Estrategia Institucional en el oficio citado supra, lo cual resulta de obligatorio acatamiento.


Artículo 2:


En lo que atañe a la referencia que se hace sobre los vehículos que se consideran de uso administrativo, es nuestro parecer que debería especificarse que son las unidades que sean propiedad del Registro o que estén al servicio de éste, las que deberán ser utilizadas única y exclusivamente en actividades que tengan relación con el cumplimiento de las funciones propias de dicho órgano. (norma 311.01 del Manual sobre normas técnicas de control interno relativas al control sobre el uso y mantenimiento de vehículos, en adelante el Manual).


También convendría agregar que éstos no deberán ser asignados en forma exclusiva al servicio de ningún funcionario en particular.


Artículo 4:


En el inciso c) se establece que deberá llevarse un registro detallado de cada uno de los vehículos sujetos a su control, el cual debería contener al menos la información que se detalla en la norma 304.04.02 del Manual, y además debería llevarse un Registro de reparaciones y mantenimiento, con la información detallada en la norma 304.04.04.

En el inciso ch) se establece la necesidad de llevar un registro de choferes, sin embargo más bien tendría que ser un registro de conductores, pues incluye otros funcionarios que también se encuentran autorizados para conducir tales vehículos (norma 304.04.06). Cabe mencionar asimismo, que dichas autorizaciones deberán ser impartidas por el superior jerárquico respectivo y por el jefe de la unidad de transportes. (normas 313.04 y 313.05). Será importante que tales registros incluyan la información mínima mencionada por dichas normas.


Respecto al inciso d), es necesario incluir las disposiciones relativas al control sobre la entrada y salida de vehículos que se indican en la norma 314.01.


En cuanto al inciso e) habría que llevar un registro de combustible que contenga la información mínima mencionada en la norma 304.04.03 para poder determinar el consumo promedio por vehículo. 


En el inciso l) se establece que corresponderá a la unidad encargada de transportes, realizar los trámites de inscripción de los vehículos a nombres de la Junta Administrativa del Registro Nacional, a lo que habría que agregar los relacionados a la desinscripción de los vehículos que dejen de pertenecer al Registro o que sean retirados de circulación.


En el inciso o) se establece que se deberá realizar la programación periódica de los servicios de transportes de acuerdo con las solicitudes presentadas, respecto de las cuales convendría señalar la información mínima que las mismas tendrían que contener. Ver en este sentido la norma 312.01.


Señala el inciso s) que deberá llevarse un registro de firmas autorizadas para solicitar los vehículos, pero también habría que llevar un registro de los funcionarios que están encargados de autorizar el uso de vehículos, aspecto que se regula en la norma 304.04.01.


Cabe recalcar que lo dispuesto en el inciso x) no resulta comprensible, pues pareciera que la frase relativa a las razones de urgencia o conveniencia se encuentra incompleta.


Artículo5:


Interesa recordar que de acuerdo con la norma 311.02, la asignación de vehículos de uso administrativo sólo procederá a favor de unidades o dependencias administrativas localizadas en un lugar diferente y alejado del que ocupa la unidad encargada del control sobre el uso y mantenimiento de vehículos, y será por un período determinado.


En este punto en particular, es necesario hacer hincapié en que a partir de lo dispuesto en el oficio No. 07945, por medio del cual se atendió la consulta formulada por la Auditoría Interna sobre este tema, la Junta Administrativa debe ajustar el Reglamento de Transportes a la respectiva normativa técnica, la cual es de carácter vinculante para el sector público y prevalece sobre la normativa particular emitida por el sujeto pasivo, de acuerdo con lo establecido por los artículos 12 y 24 de nuestra Ley Orgánica y por el artículo 3 de la Ley General de Control Interno.


Bajo ese orden de ideas, debemos señalar que el artículo 5 propuesto se refiere a las “oficinas regionales” que así lo requieran, sin embargo, dicha categoría debe restringirse a las que se encuentren ubicadas en un lugar alejado de la sede central en donde se ubique la unidad de transportes.


Por otra parte, cabe mencionar que tales asignaciones deberán ser autorizadas únicamente en aquellos casos estrictamente necesarios y que hayan sido previa y debidamente justificados para facilitar el cumplimiento de sus labores. 


La asignación respectiva debe ser temporal, lo cual no podría obviarse mediante prórrogas tácitas sucesivas que llevan a pensar más bien en una asignación con vocación de permanencia, pues una vez terminado el período durante el cual la respectiva unidad regional tuvo asignado un vehículo administrativo, deberá, en su caso, analizarse nuevamente la situación fáctica a efectos de determinar si las razones que en su momento justificaron tal proceder persisten.


En lo que respecta al plazo de un año que establece el artículo 5, debe dejarse abierta la posibilidad de asignar el vehículo por períodos inferiores, en aquellos casos en que no se justifique una asignación por un año.


Artículo 8:


En este numeral se regula lo relativo a la administración de los vehículos asignados a cada sede regional, señalándose que esa administración recae sobre el jefe de dicha sede, quien deberá cumplir con las mismas obligaciones que el jefe de la unidad de transportes, en cuanto a la administración y mantenimiento de los vehículos que le asignen. 


Lo dispuesto en ese artículo, deberá ajustarse a los términos más preciso que utiliza la norma 311.03, respecto a que el control y la adecuada utilización de los vehículos de uso administrativo corresponderá a la dependencia administrativa a la que fueron asignados, específicamente al superior jerárquico, pero ello sin perjuicio del control que le concierne mantener a la unidad encargada del control sobre el uso y mantenimiento de vehículos. Asimismo, debe enfatizarse que tales vehículos estarán sujetos a los controles que se han establecido para los vehículos de la sede central, para lo cual ésta última realizará una revisión periódica de los mismos y solicitará los informes que estime convenientes.


Artículo 9:


Se regula en los artículos 9 a 13 el uso prioritario de vehículos por parte de las direcciones y departamentos del Registro Nacional, aspectos que también fueron abordados en la consulta efectuada por la Auditoría Interna a este órgano contralor, por lo que lo dispuesto a continuación debe entenderse en los mismos términos mencionados para el caso del artículo 5.


Es indispensable que en este artículo 9 se distinga claramente que el uso prioritario no consiste en un uso exclusivo por parte de la respectiva unidad o dependencia administrativa, ni tampoco que el vehículo se encuentra asignado a la misma, pues como se señaló anteriormente, tales asignaciones únicamente corresponden cuando se trate de sedes regionales alegadas de la sede central y por períodos determinados.


También debe reafirmarse que no se permite la asignación de vehículos a servidores en particular.


Por otra parte, resulta sumamente importante que se incorporen las disposiciones relacionadas con la solicitud, programación y coordinación de los vehículos a que se refieren las normas 312.01, 312.02 y 312.03.


En este sentido, si bien se establece en dichas normas que al realizar la programación, las solicitudes de servicios deberán ser atendidas en estricto orden cronológico de presentación, existe una excepción relacionada con los casos de emergencia comprobada o prioridades establecidas por la Administración.


Sin embargo, dichas prioridades no implican un uso exclusivo de tales vehículos, ni tampoco una asignación de los mismos a las respectivas unidades o dependencias administrativas, de tal manera que igualmente deberán hacerse las correspondientes solicitudes diarias de servicios, las cuales tendrán que ser presentadas con la debida antelación a efectos de que la unidad de transportes esté en posibilidad de programar los servicios de acuerdo a una mejor utilización de los vehículos y por ende de una mayor eficiencia en la prestación del servicio.


Así, aún y cuando existan criterios de prioridad previamente establecidos, la unidad de transportes deberá tomar en cuenta las diferentes solicitudes que se generen a un mismo sitio o ruta, para que su atención se lleve a cabo con base en criterios de razonabilidad, oportunidad y economía.


Artículo 11:


La redacción de este artículo pareciera estar dirigida a establecer responsabilidades a las dependencias a favor de las cuales exista un uso prioritario, relativas al control de los vehículos de uso prioritario, lo cual no resulta procedente, pues tales vehículos no se encuentran asignados a esas dependencias, como sí sucede en el supuesto de la asignación temporal de vehículos a sedes regionales ubicadas en lugares alejados de la unidad de transportes. En el caso del uso prioritario de vehículos, el control sobre su uso y mantenimiento recae exclusivamente en la respectiva unidad de transportes.


Artículo 12:


Es preciso recalcar que no es permitida la asignación de vehículos a funcionarios para ser utilizado en forma particular ni tampoco a unidades o dependencias ubicadas en la sede central del Registro Nacional, por lo que no se podrá tampoco asignar un trabajador operativo a la respectiva dependencia, para que se encargue del uso exclusivo del vehículo de uso prioritario.


Artículo 13:


Este artículo deberá ajustarse a lo establecido en la norma 314.01 sobre los requisitos mínimos que deben contener los controles sobre entrada y salida de vehículos.


Artículo 14:


Tal y como señalamos anteriormente con ocasión del artículo 4, inciso e), el control del uso del combustible, debe implantarse un registro que contenga la información mínima necesaria a efectos de poder determinar el consumo promedio de combustible. Ver en este sentido lo dispuesto por la norma 304.04.03.


Artículo 16: 


Con respecto a las solicitudes de servicios de transportes, las mismas deben contener la información mínima establecida en la norma 312.01.


El instruir a la unidad de transportes para que se de prioridad de uso a una determinada Unidad Administrativa no significa que las autorizaciones las haga sólo el Jefe de la Unidad solicitante del servicio de transporte. Se requiere también la autorización del Jefe de la Unidad de Transportes. Aún y cuando exista ese uso prioritario las solicitudes se deberán presentar a la unidad de transportes para que ésta pueda programar y coordinar en forma eficiente y racional la prestación del servicio. Debe tenerse presente que el uso prioritario no es sinónimo de asignación ni de uso exclusivo, por lo que no es procedente que su autorización se haga en forma desarticulada al resto de las solicitudes. 


La coordinación con la unidad de transportes de la prestación del servicio de vehículos de uso prioritario no debe ser en forma posterior a la utilización de los mismos, sino que debe ser previa, mediante la presentación de solicitudes diarias de servicios.


Con respecto a las autorizaciones de ruedo fuera de horario normal de trabajo, dicha regulación debe adaptarse a lo dispuesto en la norma 313.06, en cuanto a que la misma debe ser dada por la unidad de transportes o por quien cumpla sus funciones, así como por el superior jerárquico de la unidad solicitante, y debe responder a situaciones especiales muy calificadas y para atender emergencias relacionadas con las funciones inherentes a la institución o para realizar labores no postergables.


Artículo 21:


Además de lo dispuesto en este artículo sobre las obligaciones del conductor ante un accidente de tránsito, es necesario que se emitan por escrito instrucciones de cómo proceder en caso de accidente, con relación a qué debe hacerse con el vehículo, comunicación inmediata a la unidad de transportes, aviso al Instituto Nacional de Seguros, eventuales pagos del monto del deducible, etc., de acuerdo con lo establecido por la norma 317.02.


Se recuerda la responsabilidad que tiene la administración activa en el acatamiento de las directrices y normativa técnica emitida por esta Contraloría General, y sobre el deber de establecer las acciones de control necesarias para que el uso de los vehículos se realice en forma eficiente y efectiva y sin abuso de tales recursos públicos. (Artículos 3, 8 y 10 de la Ley General de Control Interno Nº 8292)

De la forma anterior, dejamos evacuada su gestión sin perjuicio de la fiscalización posterior que sobre el particular, compete a esta Contraloría General, según sus atribuciones constitucionales  y legales.

Atentamente,

Lic. Allan Ugalde Rojas
 
                                            Licda. Adriana Pacheco Vargas

   Gerente Asociado


                                                          Fiscalizadora
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